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DERECHO DE PETICIÓN  / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. [C]omo la pretensión, se insiste, se fijó exclusivamente en la solicitud del mes de marzo de 2017, y fue sobre esa situación que se le dio traslado a Colpensiones, imponerle ahora la respuesta a una solicitud diferente sin que esté verdaderamente acreditado que se cumplió con el requerimiento hecho, por un lado, y entendido como está que se pronunció en su momento sobre aquella solicitud, sería vulnerar su derecho de defensa. Todo esto se traduce en que para cuando se promovió la acción, el tiempo de respuesta a la petición del mes de marzo estaba vencido y emergía clara la vulneración; pero la cuestión varió, como quiera que la entidad expidió y dio a conocer a la parte interesada, la respuesta a la solicitud presentada, lo que conducía a la declaratoria del hecho superado por carencia actual de objeto. Así que, no queda alternativa diversa a la de revocar el fallo que se revisa para, en su lugar, proceder de conformidad. 
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Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte demandada contra la sentencia del 17 de agosto último, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que José Alberto Lugo inició frente a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES.

  


ANTECEDENTES
  



Por intermedio de apoderado judicial, José Alberto Lugo acudió a este especial mecanismo en procura del amparo  de los derechos “de Petición, Debido Proceso, Igualdad y seguridad social ”  que estima conculcados por COLPENSIONES.
 



Narró, en síntesis, que el 15 de febrero del presente año, Colpensiones emitió cálculo actuarial dirigido a la entidad Administración de Servicios Generales y Cobranzas Ltda, a la que le solicitaron que fuera cancelado con fecha límite y no se realizó el pago por encontrarse la misma sin representante legal y liquidada. El 14 de marzo siguiente se elevó derecho de petición ante la administradora de pensiones, con el fin de que le fuera realizado y expedido el correspondiente cálculo actuarial por omisión al Conjunto Residencial Santa Mónica Vis Propiedad Horizontal, declarado por sentencia judicial como deudor solidario de los periodos que laboró en esa PH; transcurridos dos meses desde la radicación de esa solicitud, no se ha procedido a dar respuesta de fondo.
 



Pidió, por tanto, el amparo de los derechos invocados y, como consecuencia de ello, ordenar a la parte accionada, emitir de manera inmediata el cálculo actuarial con el valor a cancelar “a la entidad solidariamente responsable CONJUNTO RESIDENCIAL SANTA MÓNICA VIS PROPIEDAD HORIZONTAL y pueda ser resuelto a cabalidad el derecho de petición presentado el 14 de marzo de 2017”.
  



 El Juzgado de primer grado admitió la acción y corrió traslado por el término de 2 días a la representante legal; a los gerentes nacionales de Ingresos y Egresos, Nacional de Operaciones; con posterioridad, para subsanar la nulidad advertida en esta sede, al Director de Ingresos por Aportes. Se pronunció el director de Acciones Constitucionales; indicó que mediante oficio del 01 de junio de 2017 se resolvió el derecho de petición del 14 de marzo, radicado en esa administradora pensional sobre el cálculo actuarial por omisión del Conjunto Residencial Santa Mónica VIS PH, en el que se explicó todo lo concerniente a esa situación, y se le hizo saber que para proceder a la elaboración requerida, era necesario que el empleador omiso allegara a Colpensiones el certificado de existencia y representación legal y el formulario de conocimiento del cliente. Por tanto, pidió declarar la carencia actual de objeto. 

  



Seguidamente, se dejó constancia acerca de que el demandante efectivamente recibió esa respuesta. Posterior al fallo anulado en esta sede, se señaló que a pesar de que Colpensiones, el día 21 de junio de 2017, recibió la documentación requerida, omitió la expedición del cálculo actuarial. La administradora de pensiones, insistió, en la carencia actual de objeto por la contestación efectuada el 01 de junio de 2017.
  



Sobrevino la sentencia de primer grado que amparó el derecho de petición y le ordenó la entidad accionada, por intermedio del Director de Ingresos por Aportes, que en un término de 48 horas, iniciara los trámites necesarios para resolver de manera clara, precisa y congruente la petición del demandante, radicada el 14 de marzo de 2017, a la vez que desvinculó a los demás citados al asunto. Para así decidir, explicó que pese a transcurrir alrededor de 4 meses desde la presentación de la solicitud, no se ha logrado que se conteste sobre la expedición del cálculo actuarial a cargo del conjunto residencial, ya que fueron aportados los documentos que se pidieron sobre el particular.
  



Impugnó la demandada que insiste en que se brindó la respuesta del caso acorde con los pronunciamientos ya efectuados dentro del asunto.
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

En uso de tal prerrogativa José Alberto Lugo, por intermedio de apoderado judicial, hizo valer, en esencia, el derecho fundamental de petición, cuyo núcleo principal consiste en que las autoridades, o algunos particulares, respondan en tiempo y de manera concreta y exacta sobre lo que se les reclama; positiva o negativamente, pero en forma clara y completa, si bien no es posible por este medio imponer el sentido de la decisión que la autoridad deba adoptar; y, adicional a ello, que cumplan el deber de enterar al solicitante de la respuesta que se le brinda, pues, de lo contrario ningún efecto produciría.

  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó que:

13. El artículo 23 Constitucional establece que “toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular”. Las autoridades están en la obligación frente al ciudadano de dar una respuesta clara, de fondo y oportuna. La jurisprudencia de esta Corporación ha decantado también la responsabilidad de las entidades públicas respecto de la información que deben suministrar a los administrados, cuando estos hacen uso del derecho de petición.

14. En Sentencia T-1089 de 2001
, la Corporación sintetizó las reglas básicas que rigen el derecho de petición y las obligaciones derivadas de este, así: (i) el derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión, (ii) el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido, (iii) la respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario, (iv) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita, (v) este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine y (vi) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud.
El Juzgado, se dijo, concedió dicho amparo y le ordenó al competente funcionario de Colpensiones dar una respuesta de fondo a la solicitud radicada el 14 de marzo de 2017, por cuanto ya había obtenido los documentos que solicitó para ello de parte de la Propiedad Horizontal respectiva.

La Sala, sin embargo, tiene una percepción diferente del asunto, que le da la razón a la impugnante. 

En efecto, la demanda fue presentada el 02 de junio de 2017, con el exclusivo objeto de que se le diera respuesta al accionante a la solicitud elevada el 14 de marzo pasado, relacionada con la expedición del cálculo actuarial por omisión de la propiedad horizontal en la que él prestó sus servicios (f. 3, c, 1)). 

Durante el trámite de la acción, Colpensiones contestó y le hizo saber sobre la documentación requerida para poder obrar de conformidad (f. 22 a 27, c, 1), con la explicación legal que rodea el tema puesto a su consideración. De esa misiva se enteró el demandante, según la constancia de folio 28 del cuaderno 1. 
De manera que hasta ahí, se encuentra que se cumplió con lo requerido, es decir, que la entidad se ajustó a los previsto en el artículo 17 de la Ley 1755 de 2015. Lo que ocurrió con posterioridad es una situación nueva, pues afirma el asesor judicial del demandante (f. 38, c. 1) que el 21 de junio fue radicada la documentación requerida por parte del Conjunto Residencial Santa Mónica; además, que tuvo que presentar una nueva solicitud el 20 de junio de 2017.

De lo primero no existe prueba en el expediente, esto es, de que la propiedad horizontal hubiese enviado la documentación que se exigió; y de lo segundo, o sea, de la nueva petición, se acreditó (f. 41, c. 1), que fue radicada, pero sus términos se desconocen, como los anexos que con ella pudieron enviarse. 

De allí que como la pretensión, se insiste, se fijó exclusivamente en la solicitud del mes de marzo de 2017, y fue sobre esa situación que se le dio traslado a Colpensiones, imponerle ahora la respuesta a una solicitud diferente sin que esté verdaderamente acreditado que se cumplió con el requerimiento hecho, por un lado, y entendido como está que se pronunció en su momento sobre aquella solicitud, sería vulnerar su derecho de defensa. 

Todo esto se traduce en que para cuando se promovió la acción, el tiempo de respuesta a la petición del mes de marzo estaba vencido y emergía clara la vulneración; pero la cuestión varió, como quiera que la entidad expidió y dio a conocer a la parte interesada, la respuesta a la solicitud presentada, lo que conducía a la declaratoria del hecho superado por carencia actual de objeto. 
   
Así que, no queda alternativa diversa a la de revocar el fallo que se revisa para, en su lugar, proceder de conformidad. 

 



DECISIÓN  

  



Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia proferida el del 17 de agosto de 2017,  por el Juzgado Primero Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que José Alberto Lugo, inició contra la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES.




En su lugar:





Se niega el amparo impetrado al superarse el hecho que motivó la promoción de la acción.

    



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

  



Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                           DUBERNEY GRISALES HERRERA   

� 	Sentencia T-404 de 2015


� 	MP. Manuel José Cepeda. En esta providencia la Corte estudió el caso de un ciudadano que mediante derecho de petición había solicitado al ISS se le informara sobre requisitos y procedimientos para acceder a la pensión de invalidez o en su defecto, sobre la indemnización sustitutiva. El ISS no dio respuesta a dicha solicitud. La Corte ordena a la entidad que, en un término de 48 horas, dé respuesta a las pretensiones del actor.
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